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			Prólogo 



			La historia de la Universidad Nacional Autónoma de México, UNAM, es la historia de México. No es que esta universidad reciba a toda la juventud de México, lo cual es obvio, sino porque esta institución poderosa y emblemática muestra una contradicción que se encuentra en el corazón de la sociedad mexicana. La UNAM es no solamente un espacio para la formación de buenos profesionales, médicos y abogados en particular, sino también el sitio principal de cooptación de las élites dirigentes: políticas, administrativas e incluso económicas. En el transcurso de sus estudios en la UNAM, un joven o una joven sobresalientes se dan a conocer ante quienes los sumarán a su carrera y les ayudarán a iniciar la propia; pero —al mismo tiempo que es lugar de reclutamiento de las élites— es un sitio de confrontaciones sociales importantes.



			Aunque el libro de Gerardo Estrada se termina* en 1998, nadie olvida que en el pasado reciente la UNAM ha tenido que permanecer cerrada durante un año hasta que la policía desalojó el campus.



			Pasemos rápido con Gerardo Estrada a lo esencial: ¿por qué esta yuxtaposición y, me parece, esta interdependencia de dos funciones del todo opuestas la una a la otra? Descartemos una respuesta simple. No es cierto que los estudiantes, después de no tomarlo en serio durante los primeros años, se preocupan luego por su carrera y buscan infiltrarse en el mundo dirigente, presente con amplitud en la UNAM.



			La mejor explicación debe tener en cuenta las transformaciones de México. En un periodo de 30 años —1950-1980— México pasó de ser un país rural a uno urbano; su población aumentó rápidamente. Los efectivos de la enseñanza en todos sus niveles crecieron explosivamente y en consecuencia un gran número de jóvenes fueron arrastrados por una gran corriente de nuevas actividades que requieren alta calificación profesional y que sobre todo ofrecen posibilidades de estudiar carreras posteriores. Pero la fuerza de esta corriente no basta para arrastrarlos a todos y llevarlos a las tierras fértiles del clientelismo y de la corrupción.



			Entre aquellos que tientan a la suerte muchos fracasan y, por supuesto, aquellos que fallan son los que tienen menos relaciones, que provienen de los medios sociales más bajos, que no se han sabido preparar bien para la competencia, etc. De tal suerte que esta inmensa universidad garantiza, de manera brutal pero eficaz, una función de selección que permite una movilidad social ascendente, pero que mantiene el control de la élite social sobre una de sus principales fuentes de reclutamiento.



			La contradicción que acabamos de analizar se traduce a menudo en crisis violentas; 1958, 1966 y sobre todo 1968. Todos recordamos que durante el verano de 1968, cuando múltiples acontecimientos graves tenían lugar en el mundo, de París a Nueva York y de Praga a Trento, México era ensangrentado por una violenta represión en Tlatelolco: estudiantes, trabajadores y otros grupos poco beneficiados por el crecimiento económico, llevados por un vasto movimiento de protesta, fueron masacrados en la Plaza de las Tres Culturas.



			El hecho fue no solamente trágico, sino también se ha convertido en el lugar por donde deben pasar todos aquellos que desean comprender a México, debido a lo cual una gran cantidad de libros notables ha sido consagrada a esta jornada y a la época en que se produjo. Elena Poniatowska, Octavio Paz, Carlos Monsiváis y Sergio Zermeño han aclarado los principales aspectos de esta crisis, aún presente en la memoria de un gran número de personas. Estrada de ninguna manera anuncia el fin de esta etapa. Ahora que se puede hablar con cautela de una evolución de México hacia la democracia, los conflictos no han cesado en el interior de la UNAM. Acosada por las organizaciones de estudiantes y por los sindicatos del personal administrativo y académico, fue reducida al silencio durante un año.



			No son, pues, la conjetura o la profecía a las que hay que acudir, sino al estudio concreto sobre la manera en la que la sociedad mexicana llega a manejar estas situaciones insufribles. La figura que emerge sobre todas las otras es la del rector. Su función es tan difícil que muchas personalidades muy respetables han naufragado al desempeñarla; sin embargo, otros han logrado restablecer cierta calma, así como negociado ciertas reivindicaciones y se han convertido rápidamente en figuras sin par, cuyos nombres se asocian con las mejores posibilidades de candidaturas a la Presidencia.



			El libro de Gerardo Estrada es, pues, uno de los caminos más seguros para penetrar en la sociedad mexicana y sobre todo en su sistema político. No es suficiente oponer en este país, como en sus vecinos, los ricos a los pobres o incluso los muy ricos a los muy pobres. En esta nación existen enfrentamientos tanto más complejos y a veces violentos, que ni el camino del ascenso ni el de la caída se encuentran cerrados, pues aquí la esperanza se mezcla siempre con el desencanto.



			Algunos dirán que vivimos en un periodo de transición, que el aumento de la actividad y la entrada en el mundo moderno urbano de jóvenes educados en un medio muy diferente anuncian que se va a formar, en un futuro muy próximo, un sistema político parecido al de los países europeos o al de Chile o Argentina. Esta hipótesis es muy arriesgada y me parece que el análisis de Gerardo Estrada no nos conduce a ello. El sistema político, pese a su debilidad —agravada, no lo olvidemos, por el clientelismo y la corrupción—, asegura, a pesar de todas sus carencias, un manejo de este doble movimiento propio de las bombas que aspiran y expiran. Ni los intelectuales ni los estudiantes ni los miembros de los sindicatos del personal administrativo se encuentran preparados para entrar en un sistema real de negociaciones.



			Vemos constantemente perfilarse detrás de los accidentes de la vida universitaria la rudeza de una sociedad que jamás ha conocido un sistema democrático. Puedo escribir esta frase después del fin del sistema de partido único, después de la elección abierta que ha llevado al señor Fox al poder. El sistema político mexicano no ha sido ni será capaz, ni ayer ni mañana, de canalizar las energías, la cólera y las esperanzas de una gran mayoría. Ésta no es una conclusión pesimista, pero le debemos brindar a Gerardo Estrada el reconocimiento por haber explorado —muy bien en nuestra opinión— un lugar donde se manifiesta con toda claridad tanto el vigor de la sociedad mexicana como la dramática debilidad de su sistema político.



			ALAIN TOURAINE



			París, a 16 de julio de 2004





* N. del R.: es válido referirse en estas líneas en tiempo presente histórico.















			Introducción



			Una de las relaciones más complejas de la vida política de México es la que han mantenido las universidades públicas, en particular la Universidad Nacional Autónoma de México (UNAM) y el Estado. Esta relación constituye por múltiples motivos —que van desde el papel fundamental que la UNAM ha tenido en la formación de los cuadros dirigentes del país hasta la sobrevalorada importancia que la sociedad otorga a la posesión de un título académico— uno de los puntos más sensibles y frágiles en la intrincada red de alianzas, acuerdos, negociaciones y procesos de cooptación que rigieron la vida del sistema político mexicano hasta años recientes.



			Satanizada por sectores conservadores, quienes han visto en ella —en algunos momentos— el refugio de la subversión y la oposición política; ensalzada como única posibilidad racional de transformación de la sociedad; usada por sectores radicales como cuna de la revolución proletaria y vituperada como centro mediatizador al servicio de los grupos dominantes; despreciada hoy día por ciertos sectores gubernamentales y empresariales que ven en ella un testimonio del fracaso del Estado protector, todos esos juicios sobre la UNAM quieren hacerla responsable de problemas que escapan a su ámbito propio y relacionados más con las crisis generales que ha vivido la sociedad mexicana que con sus actividades académicas y las funciones que ha desempeñado.



			Ciertamente la crisis de la universidad pública y las críticas de que es objeto no constituyen una característica particular de nuestro país; por el contrario, se inscriben en una tendencia mundial en la que contaría también el clima que pretende cambiar lo que tradicionalmente ha sido una función pública por una función privada. Pareciera que, una vez que las sociedades han vivido el desencanto de las ideologías y perdido la confianza en la razón científica, volcaran su decepción en los sacerdotes académicos y los iniciados que ofician en esos templos dedicados al culto del conocimiento. Tal es el caso, por ejemplo, entre otros, de los artículos publicados por Mario Vargas Llosa en diversos diarios del mundo sobre la decadencia de las universidades públicas. Igualmente en nuestro país se han hecho en los últimos años fuertes críticas a la UNAM.1



			Sin embargo, independientemente del juicio que hoy le merezca a algunos, no se puede negar el importante papel que la universidad pública ha desempeñado en el desarrollo social, económico y político.



			En el caso mexicano —por ejemplo, en los años sesenta y setenta— en las principales crisis políticas estuvieron involucradas de una manera u otra las universidades públicas. Intrigado por esta relación, que en ocasiones ha tenido un carácter dramático, dediqué mis tesis, la de licenciatura y la de doctorado, a este tema con el fin de explorar algunas de las formas en que se dieron estos hechos y cuáles han sido sus consecuencias. Hoy me atrevo a publicar el contenido de las mismas, a manera de apuntes, para tener una discusión más a fondo.



			En México, la UNAM, la universidad más antigua y más grande del país, constituye el caso también más interesante. Su peso específico en la historia va más allá de sus funciones académicas, que la hicieron cuna de la mayor parte de los cuadros técnicos, intelectuales, artísticos y políticos que han contribuido a la construcción del México moderno.



			Desde su reapertura en 1910, el papel de la Universidad como institución ha sido decisivo en la conformación de los hombres y las ideas que han regido la vida política y social en México. Sus creadores y particularmente su fundador, Justo Sierra, concibieron el papel de la Universidad Nacional de esta manera:



			[…] que no será […] una persona destinada a no separar los ojos del telescopio o del microscopio, aunque en torno de ella una nación se desorganice [… a la que] no la sorprenderá la toma de Constantinopla discutiendo sobre la naturaleza de la luz del Tabor.



			La Universidad entonces tendrá la potencia suficiente para coordinar las líneas directrices del carácter nacional, y delante de la naciente conciencia del pueblo mexicano mantendrá siempre en alto, para que pueda proyectar sus rayos en todas las tinieblas, el faro del ideal, de un ideal de salud, de verdad, de bondad y de belleza […].



			Sierra advertía a los futuros universitarios: “[…] sois un grupo de perpetua selección dentro de la sustancia popular y tenéis encomendada la realización de un ideal político y social que se resume así: democracia y libertad”.2



			Con estas ideas y esos propósitos se ha conformado lo que podríamos llamar, en un sentido muy amplio, la “ideología” de los integrantes de lo que hoy es la UNAM desde su reapertura: primero como Universidad Nacional y luego, desde 1929, con el carácter de autónoma. Es evidente la dosis que hay en esas ideas fundadoras de mesianismo y de confianza ciega en la capacidad de la razón para cambiar el mundo, producto del positivismo que le dio origen.



			Estos principios, combinados con otras ideas políticas, particularmente las ligadas a propuestas de cambio social como la lucha por el socialismo en los años sesenta y setenta, así como la idea del compromiso intelectual en el sentido sartreano, convirtieron a las universidades en centro de confrontaciones no sólo ideológicas, sino también políticas por cuestiones relativas a problemas nacionales.



			Dos características del sistema político mexicano —un presidencialismo que limitaba el desempeño de los poderes legislativo y judicial y un partido hegemónico que dejaba poco espacio para que surgieran otros partidos de oposición— hicieron que la crítica política ejercida en las universidades tuviera un impacto mayor en la sociedad; en ellas se encontró durante mucho tiempo el espacio único de libertades necesarias para la expresión, gracias a la autonomía y a la libertad de cátedra.



			Lo que no es tan evidente es cómo se relaciona esta concepción de la universidad pública, que se encuentra detrás del activismo político universitario, con la construcción del Estado mexicano y cómo sirvió de argamasa en su consolidación; cómo, a pesar de diversos conflictos con el sistema político, se convirtió en un factor muy importante de estabilidad y modernización del Estado, sin abandonar sus funciones críticas y renovadoras, derivadas de sus quehaceres propios: la investigación, la enseñanza y la difusión cultural.



			Estos apuntes pretenden explorar, mediante el estudio del movimiento estudiantil de 1968, las relaciones que existen entre dos instituciones del Estado mexicano: la Universidad y el gobierno federal, ambas con vocaciones a veces opuestas, pero complementarias en la realidad.



			Se parte de la consideración de que se trata de un episodio más de la difícil relación entre la inteligencia y el Estado, entre las razones del saber y las del poder, entre el mundo posible de la política y el ideal de los intelectuales.



			Para ello se analizan algunas ideas que sobre el papel que desempeña la educación rigen en la sociedad mexicana y que se encuentran en la base de la concepción de la nueva universidad que se creó en 1910 en el momento del alba de la Revolución mexicana, mediante algunos de los escritos y discursos de universitarios connotados, particularmente de los rectores de la UNAM.



			Por otra parte, se hace un recuento de los movimientos estudiantiles de la década de 1958-1968, periodo en el que la vida universitaria comenzó a sentir el efecto de las crisis de la sociedad, primero por la explosión demográfica que tuvo sus efectos en ella y luego por el detrimento del papel de promotor de la movilidad social y política que habían tenido las universidades, en particular para las clases medias mexicanas, que encontraron en la educación la única garantía de ascenso. Paradójicamente, parte de esa movilidad estaba ligada al papel crítico que desempeñan los centros de educación superior. Se hace especial hincapié en las formas y contenidos de las movilizaciones estudiantiles, a las que se trata de vincular con el contexto ideológico en el que la labor y la función de la universidad pública fueron concebidas por sus creadores y dirigentes, destacando en ello el papel de transformador social que se otorgó a la Universidad Nacional y al mesianismo en ello implícito.



			En los cambios vividos por la sociedad mexicana, desde 1910 hasta ahora, ha estado de muchas maneras presente el quehacer universitario, pero ello ha repercutido algunas veces en contra de la institución académica y que han dificultado su tarea y le han creado nuevos retos. Para analizarlos hemos señalado algunas de las características de la vida política interna de la UNAM.



			En la construcción del Estado posrevolucionario mexicano las universidades públicas, particularmente la UNAM, han representado un papel muy importante en la estabilidad política del país, semejante al del Partido Revolucionario Institucional (PRI), tanto en la formación del personal dirigente técnico y político —tema tratado por otros autores—3 como en la creación de un sistema de valores y de ideas que, podemos afirmar, se convirtieron en un momento en el proyecto más amplio y compartido de nación entre la sociedad mexicana.



			Para ello, la UNAM no ha tenido que renunciar a sus funciones propias; por el contrario, pensamos que su cumplimiento le ha dado este peso e importancia social, pues en el proyecto de nación que se derivaba de la Constitución de 1917 la educación era considerada el principal factor coadyuvante en la transformación social, además de que ha sido —desde tiempos de la Colonia— el mecanismo por excelencia de la movilidad social, idea que está profundamente arraigada en el cuerpo social.



			Luego entonces, si el objetivo de la UNAM es extender los beneficios de la investigación, la enseñanza y la cultura al mayor número posible de mexicanos —lo que en mucho ha cumplido—, su actividad y presencia se convierten en factores significativos de cambio social y político. Más aún, como los principios de democracia política y justicia social contenidos en la Constitución no han logrado regir de manera amplia en el seno de nuestra sociedad, siguen siendo una aspiración para la mayoría de los mexicanos y forman parte de la agenda nacional pendiente. La UNAM, al cumplir con parte de esos postulados, redobla el significado político de sus quehaceres.



			Desde la década de los ochenta, la realidad política, económica y social del país ha cambiado y la UNAM —en opinión de algunos— podrá dejar de tener en el futuro inmediato la importancia que ha tenido si no se adapta a las nuevas circunstancias y, sobre todo, si pierde su calidad de centro de excelencia académica y científica nacional que los procesos de modernización y apertura económica exilien de la educación superior. Pero ello no basta para que su papel determinante en la historia de México disminuya ni mucho menos que sea descartable.



			En el capítulo 7 volveremos a insistir, una vez analizada la experiencia vivida en 1968, sobre la pertinencia de estas afirmaciones.



			Este trabajo es, por otro lado, la síntesis de otros elaborados a lo largo de varios años, por lo cual a veces puede haber en él diferencias de enfoque que he decidido conservar así porque tienen un valor testimonial, en la medida en que he sido testigo y actor de la vida universitaria mexicana por casi 40 años.













			I



			Un sueño de todo mexicano



			Una de las historias más contadas a los niños mexicanos en la escuela primaria es aquella que relata la vida del pequeño pastor de Oaxaca que, gracias a su empeño en estudiar, llegó a ser gobernador de su estado y más tarde presidente de México.



			La historia de Benito Juárez es sin duda alguna el sueño constante de muchos mexicanos y añadiría que de todo el llamado Tercer Mundo, que aspira a mejorar su vida: la educación como una garantía de ascenso social. Este ideal, si bien se ha realizado en múltiples casos, aunque no de manera tan espectacular (aunado por supuesto a otros elementos, pues Benito Juárez se beneficia de las relaciones y el apoyo de su familia política), constituye desde hace muchos años un valor esencial de las clases medias, para las que la educación superior resume los mitos de todo progreso personal y social, y significa la posibilidad de conseguir empleos, altas remuneraciones, participación política y, en síntesis, de tener “éxito” en la vida.1 Sin embargo, ese sueño comenzó a tornarse, para muchos, en frustración a partir de los años sesenta, debido a la complejidad de las sociedades urbanas y al crecimiento demográfico que hicieron más competido el mercado de trabajo.2



			Los componentes de esta concepción son diversos y seguramente están ligados con la exaltación del individualismo que abandera el mundo ideológico del liberalismo. La imagen del self-made man norteamericano tiene su equivalente mexicano en la biografía oficial de Benito Juárez.



			Esta concepción rebasa los límites de las clases medias y es compartida por otros sectores de la población, como los campesinos y los obreros, quienes también ven en la educación la única posibilidad de movilidad social que la igualdad jurídica del capitalismo les ofrece.



			Esta convicción social quizás explique ciertas contradicciones en el desarrollo educativo de México. Una de ellas es el hecho de que, como en otros países latinoamericanos, existiera hasta hace algunos años una desproporción seria entre los recursos invertidos en los distintos niveles de la educación, lo cual ofrecía el paradójico resultado de un país con un alto porcentaje de analfabetos, pero con egresados de escuelas universitarias que no tienen acomodo en el mercado de trabajo.3



			En realidad, el fenómeno se venía gestando desde la Colonia; es conocido el hecho de que las primeras formas en que los indígenas podían acceder al mundo de los españoles eran el ejército o la vocación religiosa. Instruirse era condición necesaria para poder ascender, proceso que se acentuó en el siglo XIX con la independencia del país; el porfiriato otorgó especial importancia a la formación intelectual de las élites.4



			

La educación y la formación del Estado mexicano



			La preocupación por la educación, este “anhelo” de la sociedad mexicana presente siempre en nuestra historia, nos dice Josefina Vázquez en su riguroso trabajo Nacionalismo y educación en México: “No apareció con la independencia. Ya en el siglo XVIII el pensamiento ilustrado colonial mexicano había empezado a considerar a la educación como medio para mejorar la sociedad, consecuencia lógica de la fe en la racionalidad del hombre. Clavijero mismo, al defender a los indios de los ataques de la época, advertía que su ‘inferioridad’ no era sino falta de ‘educación’”.5



			En esta inquietud se advierte la influencia de la Ilustración francesa y el Enciclopedismo, citados frecuentemente como las bases “ideológicas” del movimiento de independencia y que sirvieron de modelo a la nueva sociedad.6 “Esta visión era compartida en general por los libertadores de América. Simón Bolívar, por ejemplo, afirmaba: “[…] Las naciones marchan, hacia el término de su grandeza, con el mismo paso que camina la educación […] la nación será sabia, virtuosa, guerrera si los principios de la educación son sabios, virtuosos y militares: ella será imbécil, supersticiosa, afeminada y fanática si se le cría en la escuela de estos errores […]”.7



			Más tarde, el socialismo utópico y los anarquistas ayudaron a reforzar esta confianza en la educación como forma de transformar la sociedad: Saint-Simon, Fourier, Owen y Bakunin, entre otros, participaban de esta confianza.



			El trabajo de Josefina Vázquez analiza, mediante la enseñanza de la historia en México, el papel desempeñado por la educación en las tareas de organización del nuevo Estado y en la génesis del nacionalismo mexicano, incluso como vía para entender el “carácter nacional”. Recoge testimonios y discursos de los responsables políticos del país en diversas etapas de su historia y muestra el importante lugar que en la tarea de la construcción del Estado mexicano se asigna a la educación.



			Efectivamente, una vez que la nueva nación comenzó a “caminar sola”, José María Luis Mora, uno de los grandes creadores del Estado mexicano, afirmaba en 1824: “Nada es más importante para un Estado que la instrucción de la juventud […] Ella es la base sobre la cual descansan las instituciones sociales de un pueblo cuya educación religiosa y política está en consonancia con el sistema que ha adoptado para su gobierno [y agregaba:] las ideas que se fijan en la juventud por la educación hacen una impresión profunda y son absolutamente invariables […] así pues, el sistema de gobierno debe estar en absoluta conformidad con los principios de la educación”.8



			Sus palabras seguramente respondían a un sentimiento nacional; el artículo 39 de la Constitución de Apatzingán dice: “La ilustración, como necesaria a todos los ciudadanos, debe ser favorecida por la sociedad con todo su poder”.9 En realidad se pensaba que la dominación colonial tenía a la educación como una de sus armas, necesaria para el sometimiento de los pueblos.10



			Durante los años siguientes a la independencia dominaría un panorama confuso derivado de la lucha entre los liberales y los conservadores. En torno a la educación, el debate habría de desarrollarse en relación con su carácter (selectivo o abierto) y su contenido ideológico.



			La serie de clausuras que la Universidad sufrió durante el siglo XIX (en 1833, 1857, 1861 y 1863 por los gobiernos de Gómez Farías, Comonfort, Juárez y Maximiliano, respectivamente) refleja muy bien el carácter de esta batalla, en la que el control de la educación para fines políticos, por parte de un grupo u otro, está en primerísimo lugar.



			En realidad, esta lucha contra la Universidad por parte de los gobiernos liberales, que fueron los que la clausuraron, se debía a que, como señala Jiménez Rueda, “con el nombre de la Universidad quiere abolir el partido progresista la enseñanza de la teología y de la filosofía escolástica”,11 que a pesar del Concilio de Trento que había “arrebatado a las universidades la preparación de los sacerdotes seculares”, todavía ocupaba un lugar importante en los programas de la Universidad.12



			Donde finalmente habrá de expresarse con toda claridad la preocupación del Estado mexicano por la educación fue en la creación de la Escuela Nacional Preparatoria, promovida por los positivistas mexicanos con Gabino Barreda a la cabeza.



			En diciembre de 1867 se publicó una ley que reglamentaba la instrucción en México, desde la primaria hasta la profesional, pasando por la preparatoria. y que incluía los principios de obligatoriedad y gratuidad “para los pobres”. Invitado por Juárez, Gabino Barreda participó en la comisión redactora.



			La ley de 1867 “consagró la secularización de la enseñanza al disponer, en las escuelas oficiales, la supresión de la educación religiosa […] Separada la Iglesia del Estado, era menester que el poder público cumpliera con la obligación de la instrucción”.13



			En este momento hay que destacar dos principios clave. Por un lado, el anhelo del Estado de “unificar” la educación, para uniformar la conciencia y lograr el consenso nacional. Barreda decía que era necesario un “fondo común de verdades de la que todos partamos”, objetivo planteado ya por Mora y que habría de consolidarse en 1959 con el establecimiento de los libros de texto gratuitos y su obligatoriedad, declarada en 1960.



			Por otro lado, el principio de obligatoriedad de la educación primaria señalado en los textos constitucionales, una forma de paternalismo estatal que parece contradecir los principios del liberalismo, se justificaba en estos términos: “Nosotros no concebimos un derecho que consista en elegir entre la educación y la ignorancia”.14



			En estos principios se advierte una de las más poderosas armas del Estado liberal mexicano en su lucha contra el clero. El que comenzó a usarla abiertamente fue el régimen porfirista.



			

La educación y el poder: el caso del porfiriato



			Si hay un periodo de la historia de México que muestra con toda evidencia la estrecha relación que existe entre la educación y el poder político, éste es el porfiriato. La educación tuvo una importancia fundamental no sólo como medio de ascenso social y político, sino también como valor esencial del régimen.



			En su magnífico trabajo sobre este periodo, François-Xavier Guerra señala: “Si consideramos el nivel cultural, es sorprendente el nivel tan alto que tiene la clase política dentro de un país donde casi 80% de la población todavía es iletrada: 57% de licenciados en derecho, 15% médicos, 10% ingenieros, etc., es decir, casi 83% de las personas pertenecientes a esta clase han realizado estudios superiores. La élite política es también, en gran medida, una élite cultural”.15



			Más adelante añade: “La base del poder real se encuentra dentro de las provincias, sobre todo en épocas de crisis, pero, una vez conquistado, se ejerce en México con la ayuda de las élites culturales”.16 Élites políticas que fueron a la vez económicas y culturales.



			En 1889 Joaquín Baranda, ministro de Justicia e Instrucción Pública, en la inauguración del Congreso de Instrucción Pública al que convocara para lograr la unidad y la homogeneidad de los sistemas educativos de los estados, al cual calificaba como “Congreso Constituyente de la Enseñanza Nacional”, afirmaba que la tarea principal de este último era “hacer de la instrucción el factor originario de la unidad nacional que los constituyentes de 1857 estimaban como base de toda propiedad y de todo engrandecimiento”.17



			La importancia del positivismo en México ha sido analizada ampliamente por varios autores, sobre todo por Leopoldo Zea, quien destaca la enorme influencia que tuvo en la formación ideológica de los “cuadros” del porfiriato. Es sabido que Comte consideraba a la educación como una clave decisiva en la formación de la nueva sociedad, que debía regirse en su cúspide por la “ciencia”, por el orden positivo.



			De ahí en adelante, la educación habrá de emparentarse sólidamente con una de las ideas más caras del porfiriato: la del “progreso”. Arnaldo Córdova afirma: “Es indudable que la idea rectora de la ideología porfirista es la del progreso. Esta idea se halla en la base de la concepción económica, de la política y de la moral impuesta por el régimen del general Díaz”.18 Como resultado del triunfo de las corrientes liberales, pero aún dentro del pensamiento conservador, la educación desempeñaba un papel fundamental en la “evolución” hacia el progreso, particularmente en el pensamiento de Lucas Alamán.19



			En el porfiriato la idea de progreso es



			identificada con la filosofía de Comte. Se veía en esta idea la realización paulatina y necesaria de un nuevo espíritu, el positivo, del que formaba parte —como se ha visto— también el liberalismo mexicano, y que, a través de la educación en los principios de la ciencia, llevaría a un orden social en el que las mentes estarían plenamente unificadas y uniformadas. Barreda y sus primeros discípulos veían, precisamente en la educación, el medio para el establecimiento de un poder que, por encima de la regimentación material de los hombres, debía organizar una especie de sociedad ideal en la que el acuerdo de las opiniones se fundara en su comprobación científica. La sociedad positiva, como se le llamaba, era y seguiría siendo un ideal que el futuro decidiría y para cuya edificación sería determinante no tanto la acción compulsiva del Estado como la difusión planificada de la educación científica.20



			El mismo Córdova señala que a estos conceptos sucedió “casi de inmediato la difusión poderosa y eficaz del organicismo spenceriano”, que veía en el progreso no una simple idea o tan sólo el desarrollo del espíritu científico, sino sobre todo la evolución natural del “organismo social”. Estas ideas, adaptadas a México, servirían para otorgar un papel determinante al Estado y a la autoridad política, pues “la labor integradora de la sociedad no puede residir en la propia sociedad y es necesario que la asuma el gobernante, la autoridad pública”, que de esta manera se convierte en el verdadero motor del “progreso”.21 Justo Sierra afirmaba que “[…] es natural pedir […] para un pueblo que […] está en pésimas condiciones de vida la organización de un centro que sirva para aumentar la fuerza de cohesión, porque de lo contrario la incoherencia se pronunciará cada día más y el organismo no se integrará”. Y continuaba: “La historia está ahí para demostrarnos que todo pueblo que ha vivido bajo la presión de un amago exterior necesita una fuerte concentración de la autoridad social”.22 Los liberales combaten a la Iglesia, su adversario político, con la educación; el gobernador de Nuevo León, Bernardo Reyes, le dirige en 1891 una carta a Porfirio Díaz en la que le dice, en referencia al tema, que “la instrucción pública es el terreno escogido para el combate”.23



			Incluso en los grupos opuestos al porfiriato, las incipientes organizaciones sindicales y políticas aceptaban dicha importancia, “pues la idea que todos los liberales compartían y los anarquistas enseguida era que la revolución verdadera está en el conocimiento. El mal proviene del error y hay que romper las cadenas que aprisionan al “pueblo” o al “trabajador”.24



			Alain Touraine destaca el papel que desempeña la educación en los procesos de integración nacional. A propósito de Estados Unidos dice: “El sistema universitario se forma con los ferrocarriles. Después de que se construyen los medios de comunicación que debían unir a todas las partes del inmenso país en formación, una red comparable de colegios comienza a cubrir el país”.25 Aquí aparece una constante en el tránsito hacia la modernidad en el siglo XIX.



			El desarrollo de los ferrocarriles en México fue una de las tareas fundamentales del porfiriato; la educación fue otra de ellas; las grandes aportaciones de la pedagogía mexicana se hicieron en esa época, se fundaron las escuelas normales y se creó el kindergarten. Dos notables ministros de Educación, Joaquín Baranda y Justo Sierra, habrían de hacer posible los planes de pedagogos como Enrique Rébsamen, Gregorio Torres Quintero y Carlos Carrillo, entre otros. Fue tan profunda su influencia que en 1950 todavía se usaban en las escuelas primarias textos de dichos autores.



			La obra cumbre de la administración porfirista en el terreno de la educación habría de ser la reapertura de la Universidad, durante las fiestas del Centenario, idea promovida por Justo Sierra. De esta manera, el “progreso” porfirista quedaría estrechamente ligado a la Escuela Nacional Preparatoria, y el “desarrollo económico” posrevolucionario estaría profundamente marcado por los “universitarios” de la “renacida” Universidad de México. O como lo escribiera más tarde Octavio Paz: “El lema del positivismo, ‘Amor, Orden y Progreso’, fue sustituido por el orgulloso ‘Por mi raza hablará el espíritu’”,26 que incidía en la necesidad de profundizar el llamado a las raíces.



			Sin embargo, algunos vieron en esta debilidad por los intelectuales y la cultura una amenaza, más que un beneficio para la mayoría de los mexicanos. Así, Francisco Bulnes, al analizar la obra educativa del porfiriato, sostiene que mientras la clase media, “empeñada en vivir del gobierno”, se conforma con “sueldos pequeños o medianos”, no sucede lo mismo con “su porción intelectual, que considera tener derecho a que se le pague lo que se le debe, y se le debe lo que en su imaginación vale un título profesional”.27



			Esto es un antecedente de la ambigüedad de ciertos medios intelectuales, que por un lado critican a la UNAM y lo que consideran sus privilegios, como la autonomía; pero, por otro, demandan para sí un trato especial por parte del Estado, como exenciones fiscales.



			El primer intento por reabrir la Universidad lo realizó Justo Sierra en 1881, cuando fue diputado del Congreso de la Unión. Era un proyecto que reconocía su inspiración en “la escuela liberal positiva” y en “los sistemas alemanes acomodados a nuestro espíritu democrático”. Se trataba de un modelo que ponía en la parte más alta de la pirámide del conocimiento a la sociología y a la historia general, hacía participar a la Universidad en la formación de profesionales de estudios superiores y de maestros de enseñanza primaria, abarcando la Escuela Nacional Preparatoria, y se concebía como una corporación autónoma del gobierno, pero que sería subvencionada por él, adjudicándose “las cantidades de dinero que acordara anualmente la Cámara de Diputados”.



			Este proyecto fue rechazado y la razón que obligó a Sierra a “aplazarlo” fue el argumento de que creaba “un vasto edificio de enseñanza superior” sin darle una base suficiente al faltar una estructura educativa elemental: “Esto equivale a erigir una pirámide invertida, en equilibrio inestable que no podrá sostenerse”.28



			Otra objeción al proyecto de Sierra era la pretendida autonomía del organismo. Al respecto, Sierra sostenía: “El Estado tiene una alta misión política, administrativa y social; pero en esta misión hay límites, y si algo no puede ni debe estar a su alcance es la enseñanza superior, la enseñanza más alta”. Y agregaba: “La enseñanza superior no puede tener, como no tiene la ciencia, otra ley que el método; esto será normalmente fuera del alcance del gobierno”.29



			Las ideas de Sierra sobre el papel de la educación eran claras y realistas, pues, al mismo tiempo que creía en ella, no le otorgaba virtudes mágicas. Así, afirmaba:



			No creemos que se trata de una panacea social ni moral. Los vicios que se achacan al mexicano, como la indolencia y la inclinación al “robo” […] desaparecerán […] no sólo por la acción de la escuela —ésta sería eficaz funcionando aisladamente—, sino por la transformación coincidente de las condiciones del trabajo nacional. Consideramos, pues, la instrucción como un factor de mejoramiento, no de perfección, ni de transformación absoluta; debe por tanto estar condicionado por otros factores que con ella concurran a formar no un pueblo feliz —ésta es una lastimosa utopía—, sino mejor armado para la lucha por la vida, y dichoso o desventurado, con plena conciencia de su estado social, que es lo que para nosotros quiere decir un pueblo libre.30



			Como puede apreciarse, el fundador de la Universidad moderna tenía claro el carácter instrumental de la educación en sus niveles elementales, y si bien rechazaba la idea de que la Universidad sirviera para crear “una especie de aristocracia de grupos distinguidos por el saber, aislados por un nolli me tangere y constituyendo una casta privilegiada que no tuviera su sustento y su vida en la savia propia de la democracia”, tampoco pensaba que la educación universitaria cancelaría las diferencias sociales: “Es imposible que en una sociedad deje de haber jerarquías, que cuando se trate de educación, de adquisición de conocimientos, no haya algunos que estén mejor provistos de ellos que otros”. Esto confirmaba su concepción de que “la democracia [es] una aristocracia abierta”.31 Lamentablemente, a partir de los años setenta, la claridad de estas ideas habría de perderse en manos de ciertos grupos universitarios que pretendieron imponer un igualitarismo simplista por encima de los valores académicos.



			Sobre su relación con la “ideología” del porfiriato, Córdova señala: “Los ideólogos del porfirismo gustaban más bien de considerar la superioridad de los individuos por su preparación, pero nunca lograron separar los dos términos, la instrucción y la posición económica, y más bien daban por entendido que ambos se complementaban y se determinaban mutuamente. En todo caso, en ellos se fundaban la nueva élite social y la totalidad del orden establecido”.32



			Estas ideas y esta preocupación por la educación constituyen una nueva modalidad del pensamiento de quienes ejercen el poder en México, pues, como señala el mismo Córdova:



			En lo que respecta a la posición que ocupaban las personas según su grado de instrucción, es notorio cómo se combinan política y naturaleza para justificar una “necesidad” que pasa por incontestable y que se refiere a las relaciones políticas en las cuales el privilegio vuelve a prevalecer. La razón que se aduce no es ahora la posición económica: se afirma que la política deben hacerla sólo las personas cultas, aquellas que cuando menos tienen la preparación suficiente para entender el verdadero significado de la acción política. Como hemos señalado, los porfiristas no se interesaban en demostrar que la cultura acompañase a la riqueza, pero de cualquier manera, hombres realistas por excelencia, sabían que son muy contados los casos en que no se dan juntas. De ello también hicieron una ley natural de la política.33



			Esta posición se retoma en los años ochenta del siglo XX en la dicotomía que pretendió diferenciar a los actores políticos entre tecnócratas y políticos “puros”, que buscaba contrastar el conocimiento con la experiencia identificando con el primero a las nuevas élites, que paradójicamente surgieron de la movilidad social de los segundos. Así, muchos de los calificados como “tecnócratas” no son sino aquellos que heredaron privilegios de quienes hicieron política sólo apoyados en la práctica y la experiencia.



			

La Revolución de 1910 y los licenciados



			El papel que tienen los “intelectuales”, los hombres de “letras”, en los orígenes de la Revolución mexicana es un tema debatido. Algunos autores les conceden una gran importancia, incluso como verdaderos “precursores”.34 Otros, por el contrario, afirman que la Revolución nunca estuvo en el orden de las preocupacionesde la “clase media intelectual”: “No se plantearon la revolución como finalidad que habría que perseguir a toda costa”.35 El hecho es que tanto líderes como Madero, Zapata y Villa e ideólogos como Flores Magón otorgaron un gran reconocimiento a los intelectuales, ya sea cortejándolos o buscando su asesoría, unas veces por sus vínculos con la prensa y otras por su capacidad para plasmar por escrito los programas revolucionarios. En cualquier caso, ya sea por influencia de los intelectuales, por intuición o por experiencia social, los revolucionarios acabaron dando a la educación un sitio singular dentro de sus proyectos.36



			Los teóricos revolucionarios, desde los liberales de la Revolución francesa hasta los socialistas, otorgaron un gran valor a las ideas y a los intelectuales como promotores de sus causas e ideales, aunque después los guillotinaran. El periódico de los bolcheviques, Iskra, lo reconoce de esta manera: “La prensa se ha convertido en nuestro país, desde hace ya mucho tiempo, en una fuerza; de lo contrario el gobierno no invertiría decenas de millares de rublos en sobornarla […]”.37 En este sentido, el papel de los periodistas mexicanos en esta etapa de la Revolución fue también destacado y no debe menospreciarse. Los “abogados” y los “maestros” que acompañaron a los revolucionarios fueron en gran medida también sus “vanguardias”. Es obvio que estamos recurriendo a una definición muy simple del intelectual: aquel que reflexiona asuntos políticos y sociales y lo hace públicamente.



			Las instituciones educativas del porfiriato, en las que se “producía” la “ideología” del régimen, no fueron ajenas a la agitación prerrevolucionaria, tampoco muchos de sus alumnos, quienes habrían de participar activamente en todos los niveles de la lucha que se iniciara en 1910.



			Al respecto, Cockcroft dice:



			Las protestas estudiantiles fueron frecuentes durante el porfiriato. En 1892, por ejemplo, más de sesenta estudiantes de la Escuela Nacional Preparatoria de la Ciudad de México fueron arrestados por protestar públicamente contra la reelección de Díaz. Dieciocho años antes del movimiento de Madero del mismo nombre, el “Centro Antireeleccionista” de estos estudiantes, entre los cuales estaba Ricardo Flores Magón,38 ayudaron a publicar el periódico El Demócrata. A finales de 1893, el movimiento estudiantil fue suprimido y no se reavivó sino con las manifestaciones y manifiestos de 1899-1901 de San Luis Potosí. Este movimiento a su vez fue reprimido, pero el descontento estudiantil irrumpió nuevamente durante el periodo 1908-1911, según lo constata la prensa nacional.39 En aquel tiempo […], un pequeño pero expresivo grupo de estudiantes maderistas apareció, entre ellos el estudiante de derecho Pedro Antonio de los Santos, el poeta (sic) Jesús Silva Herzog y el futuro gobernador de San Luis Potosí (1923-1925), Aurelio Manrique, hijo.40



			Y sigue Cockcroft: “Si Antonio Díaz Soto y Gama fue representativo de la rebeldía de los estudiantes mexicanos, lo fue también del importante papel desempeñado dentro de la Revolución por las personas diestras en derecho […] Tanto Madero como Carranza llevaron a sus movimientos un gran número de jóvenes abogados, hombres que se sentían desplazados por los científicos”.



			Otros nombres podrían añadirse a esta lista, como el de Luis Cabrera, y aunque no todos los abogados fueron revolucionarios, pues algunos “fueron también muy efectivos en el campo contrarrevolucionario”, es cierto que, “como intelectuales, los abogados han obtenido una fama considerable en la historia de la Revolución mexicana […]”.41



			El programa del Partido Liberal, obra en parte de los hermanos Flores Magón, dedica cinco de sus artículos a los problemas de la educación; demanda la laicidad, la obligatoriedad y la expansión de la educación primaria, y afirma: “En la escuela primaria está la profunda base de la grandeza de los pueblos, y puede decirse que las mejores instituciones poco valen y están en peligro de perderse si al lado de ellas no existen múltiples y bien atendidas escuelas donde se formen los ciudadanos que en lo futuro deben velar por esas instituciones”.42



			Es interesante señalar que dicho programa contiene una crítica indirecta a las instituciones de educación superior y al trabajo intelectual en general: “El enseñar rudimentos de artes y oficios en las escuelas acostumbra al niño a ver con naturalidad el trabajo manual […] para adoptar más tarde un oficio, mejor que emplear largos años en la conquista de un título. Hay que combatir desde la escuela ese desprecio aristocrático hacia el trabajo manual, que una educación viciosa ha imbuido a nuestra juventud; hay que formar trabajadores, factores de producción efectiva y útil, mejor que señores de pluma y bufete”.43



			La actitud de los hombres del poder, de mirar con recelo el trabajo intelectual y a sus exponentes muestra una ambivalencia que habrá de sobrevivir en el tiempo y será una de las características del político mexicano, que desconfiará de los intelectuales, pero que los buscará y a menudo intentará cooptarlos.



			Flores Magón advierte un rasgo de la sociedad mexicana que ha contribuido, con su permanencia, a deformar la estructura ocupacional, profesional y educativa: el desprecio por el trabajo manual, que lanza a las clases medias y a hijos de obreros y campesinos a la búsqueda irrracional de títulos universitarios, sin considerar el mercado de trabajo y en algunos casos ni sus habilidades, capacidades y vocación.



			Madero, por su parte, también colocaba en el centro de su proyecto político la educación y la cultura. Utilizándolas de forma novedosa, a diferencia de los porfiristas, “no establecía como necesaria […] la relación entre riqueza y educación”.44 Madero pensaba incluso que “en México […] no sería la masa analfabeta la que dirigiría al país, sino el elemento intelectual” y que “el único medio de hacer a un pueblo fuerte, es instruirlo y elevarlo de nivel material, intelectual y moral, para que, conocedor de sus derechos y amante de su libertad, se acostumbre a conmoverse por los atentados que se cometen contra sus hermanos. Esto sólo se consigue por medio de la unión y ayudados por la prensa, pues la lectura de la prensa diaria pone a las masas humildes en contacto con los pensadores, los intelectuales y los de voluntad firme y poderosa, únicos que pueden dirigir al pueblo con acierto”.45



			Otro documento importante, que registra la preocupación por la educación, es el Programa de Reformas Políticas Sociales de la Convención de Aguascalientes de 1914 a 1916. Su interés radica en que se trata de un documento producido por los grupos activos con orígenes más populares de la Revolución: villistas y zapatistas. Ese programa “es el único testimonio de su encuentro con la nación; con los obreros, los habitantes de las ciudades y el Estado; en él se funden las aspiraciones de todas las clases sojuzgadas del país con la visión de una auténtica democracia y se da a la política un sentido popular como nunca antes lo tuvo en México”.46



			Lo notable es que constituye uno de los pocos documentos producidos en el periodo de la lucha revolucionaria en el que se hace mención a la función de la Universidad. En el capítulo llamado “Reformas administrativas”, el artículo 12 instaba a “atender a las ingentes necesidades de educación e instrucción laica que se hacen sentir en nuestro medio […]”; en el artículo 13 se propone “emancipar a la Universidad Nacional” y en el artículo 14 se habla de “dar la preferencia en la instrucción superior, a la enseñanza de las artes manuales y las aplicaciones industriales de la ciencia, sobre el estudio y fomento de las profesiones llamadas liberales”.47 En la redacción de dicho documento intervino destacadamente el abogado “representativo de la rebeldía de los estudiantes mexicanos”: Antonio Díaz Soto y Gama.



			Todas estas concepciones acerca de la educación en México habrían de discutirse arduamente en las sesiones del Congreso Constituyente de Querétaro en 1917. El debate entre los “moderados” y el grupo de “izquierda” en torno al artículo tercero de la Constitución, su redacción y sus alcances, ocuparía un gran espacio en el Diario de los Debates; este artículo habría de sufrir modificaciones en cuanto a la orientación de la educación en los años siguientes; sin embargo, a partir de entonces el Estado tendrá en sus manos el control de la educación en México. La subvención a las instituciones de enseñanza superior autónomas y la promulgación de una ley general de profesiones, que pone en sus manos un instrumento de control del mercado de trabajo, completarían la determinante influencia del Estado revolucionario sobre la educación.




			LA REVOLUCIÓN INSTITUCIONALIZADA



			A partir del triunfo de la Revolución, la relación entre los hombres de ideas, los “licenciados”, la educación y el poder público habrá de definirse por nuevas fórmulas, en las que operarían principalmente dos hechos: primero, los esfuerzos del Estado por crear un aparato educativo bajo su control administrativo e ideológico, lo más ampliamente posible; y segundo, la vinculación de los intelectuales al trabajo político práctico. En ambos aspectos la Universidad Nacional ocupará un lugar relevante en el centro de las discusiones y los proyectos.



			

La obra educativa de la Revolución



			En el artículo tercero, el hecho sobresaliente es el control, y casi diríamos el “monopolio”, que la Constitución de 1917 otorga al Estado en materia educativa. En él se establece el carácter obligatorio para la educación primaria, así como su contenido ajeno a las creencias religiosas; además, se consagra la gratuidad para la educación impartida por el Estado. Durante una etapa se le asignó el carácter de “socialista”, pero ello acabó siendo impugnado y se volvió al espíritu original.



			Este artículo obliga al Estado a ampliar las posibilidades de educación de los mexicanos. En consecuencia, una gran parte de sus esfuerzos se han desplegado en terrenos marcados por la desigualdad y el desequilibrio, como es el caso de otras tareas que han emprendido los regímenes revolucionarios. Así, el número de analfabetos, si bien ha decrecido en cifras absolutas, no deja de ser grave en números relativos: 23.75% de los mayores de 10 años en 1975, y para 1992, 22.45%. En el XII Censo efectuado en el año 2000, el país cuenta con una población total de 97 483 412 habitantes, de los cuales 9% son analfabetos y en 2015 la cifra disminuyó a 5 por ciento.



			En esta tarea parecen haber desempeñado un papel determinante los secretarios del ramo y ciertos presidentes en particular. Dos responsables de la educación destacan por la magnitud de su obra y por la concepción que tenían del problema educativo: José Vasconcelos y Jaime Torres Bodet.



			Vasconcelos inicia su tarea como constructor del sistema educativo nacional cuando era rector de la Universidad, encargada en aquel momento por el presidente De la Huerta (1920) de vigilar y orientar la educación en todo el país. Desde ahí promovió Vasconcelos la idea de establecer nuevamente una Secretaría de Educación que federalizara la enseñanza, lo que logra en 1921, bajo el régimen de Obregón, secretaría de la cual sería el titular.



			De su obra nos dice Octavio Paz: “Vasconcelos concibe la enseñanza como viva participación. Por una parte, se fundan escuelas, se editan silabarios y clásicos, se crean institutos y se crean misiones culturales en los rincones más apartados; por otra, la ‘inteligencia’ se inclina hacia el pueblo, lo descubre y lo convierte en su elemento superior. Emergen las artes populares, olvidadas durante siglos; en las escuelas y en los salones vuelven a cantarse las viejas canciones; se bailan las danzas regionales […].



			Y más adelante afirma:



			Miembro de la generación del Ateneo, partícipe de la batalla contra el positivismo, Vasconcelos sabía que toda educación entraña una imagen del mundo y proclama un programa de vida. De ahí sus esfuerzos para fundar la escuela mexicana en algo más concreto que el texto del artículo tercero constitucional, que preveía la enseñanza laica. El laicismo nunca había sido neutral. Su pretendida indiferencia ante las cuestiones últimas era un artificio que a nadie engañaba. Y Vasconcelos, que no era católico ni jacobino, tampoco era neutral. Así, quiso fundar nuestra enseñanza sobre la tradición, del mismo modo que la Revolución se empeñaba en crear una nueva economía en torno al ejido. Fundar la escuela sobre la tradición significaba formular explícitamente los impulsos revolucionarios que hasta ese momento se expresaban como instinto y balbuceo.48



			La influencia de Vasconcelos comienza a ser valorada tardíamente en la historia y en la sociedad mexicana, debido a que en sus últimos años se le señaló como simpatizante del nacional-socialismo alemán; pero un hecho objetivo demuestra la trascendencia que tuvo en su época su esfuerzo: el monto del presupuesto dedicado a la educación, que cambió desfavorablemente al abandonar Vasconcelos el ministerio por diferencias con el presidente, en 1924. Sus sucesores, nos dice Josefina Vázquez, “carecieron de una concepción total de la educación nacional”, con excepción de Torres Bodet, pero continuaron muchas de las tareas iniciadas, aunque preocupándose más de “cómo enseñar” que del “problema fundamental de qué enseñar”.49



			El control de la educación por parte del nuevo Estado seguramente estaba muy ligado con las concepciones que antes hemos descrito. El enfrentamiento más importante en aquellos años fue con la Iglesia católica, que durante el porfiriato y pese a las Leyes de Reforma había recuperado un gran terreno al respecto.50



			Una parte importante de la batalla entre el gobierno y los “cristeros” se libraba en torno al artículo tercero constitucional, como lo demuestran David Raby y Jean Meyer.51 Más tarde, cuando se definió como socialista la educación en el régimen de Cárdenas o cuando se implantaron los libros de texto gratuitos en el régimen de López Mateos o, más recientemente, cuando se modifican dichos textos y se incorpora en ellos información sexual, la respuesta de la Iglesia y sus organizaciones se hará sentir de diversas formas.



			Sobre el conflicto por la educación entre la Iglesia y el Estado, el general Calles pronunció su famoso discurso de Jalisco, en junio de 1934, en el que decía:



			La Revolución no ha terminado. Sus eternos enemigos la acechan y tratan de hacer nugatorios sus triunfos. Es necesario que entremos al nuevo periodo de la Revolución, al que yo llamaría el periodo de la revolución psicológica o de conquista espiritual; debemos entrar en ese periodo y apoderarnos de las conciencias de la niñez y de la juventud, porque la juventud y la niñez son y deben pertenecer a la Revolución. Es absolutamente necesario desalojar al enemigo de esa trinchera y debemos asaltarla con decisión, porque ahí está la clerecía, me refiero a la educación, me refiero a la escuela. Sería una torpeza muy grave, sería delictuoso para los hombres de la Revolución que no supiéramos arrancar a la juventud de las garras de la clerecía, de las garras de los conservadores; desgraciadamente numerosas escuelas en muchos estados de la República y en la misma capital están dirigidas por elementos clericales y reaccionarios.52



			En semejantes términos habló Lázaro Cárdenas en esas fechas:



			La enseñanza laica preconizada por el artículo tercero constitucional se explica como un triunfo de los Constituyentes del 57 al desaparecer de los códigos la imposición de la Religión Católica como Religión Oficial […] mas la subsistencia del texto (el vigente) y la supervivencia anacrónica de su interpretación liberalista mantienen al Estado como neutral en contra de la función activa que le señala el moderno Derecho Público y obligan al gobierno de la Revolución a reformarlo para continuar inquebrantable su compromiso de emancipación espiritual y material de la población mexicana […].53



			Ello llevó finalmente a la reforma del artículo tercero constitucional, en diciembre de 1934, en el que se reafirmaba: “La educación que imparta el Estado será socialista […]”. Esto habría de dar lugar a conflictos sociales que no terminarían sino con el advenimiento de la Segunda Guerra Mundial, la promulgación de una nueva Ley Orgánica de la Educación en 1942 y más tarde con la reforma del mismo artículo tercero en 1945.



			A partir del régimen de Ávila Camacho (1940-1946), el Estado tolera el funcionamiento de escuelas católicas privadas, cuya clientela se recluta en los polos sociales. O bien se trata de colegios muy caros a los cuales sólo tienen acceso las clases medias altas y la burguesía, o bien son las pequeñas escuelas parroquiales a las que asisten los niños campesinos. A medida que la obra educativa del gobierno se fue extendiendo, recogiendo al principio una clientela de clase media baja, la importancia del papel de las escuelas católicas fue disminuyendo.54



			El régimen cardenista (1934-1940) hizo un esfuerzo fundamental en cuanto a la creación de escuelas rurales y para indígenas. Un hecho de importancia en esa época, aparentemente muy ligado con ciertos ideales expresados en el programa del Partido Liberal y, por otra parte, con los conflictos vividos en ese momento entre el régimen y la Universidad fue la creación del Instituto Politécnico Nacional (IPN) en 1937. Francisco Larroyo afirma: “Las carreras profesionales impartidas en el IPN se diferencian de las del tipo clásico liberal. Al crearlas se pensó en las nuevas necesidades sociales y en la nueva orientación política del Estado mexicano. Se tuvo la idea, en suma, de formar profesionistas de Estado”.55



			En 1943 se hizo cargo de la Secretaría de Educación Pública Jaime Torres Bodet, quien le dio un sentido nacional a sus tareas y desarrolló una intensa campaña de alfabetización. Bajo su administración se reformó el artículo tercero constitucional, suprimiendo el carácter “socialista” de la educación.



			No es sorprendente que fuera Miguel Alemán (1946-1952) quien diera mayor impulso a la educación superior e hiciera realidad el proyecto de creación de la Ciudad Universitaria, pues fue el primer profesional, licenciado en derecho, que asumió el poder y quien inauguró la etapa “civilista” de la Revolución. Esta etapa coincide con la mayor urbanización del país, la masificación de la enseñanza y, por ende, el crecimiento del apoyo estatal otorgado a la Universidad.



			El régimen de López Mateos (1958-1964), otro universitario distinguido, habría de significarse por sus esfuerzos en materia educativa en lo relativo a la construcción de aulas y la creación de los libros de texto gratuitos. Es revelador el hecho de que López Mateos fue militante del movimiento vasconcelista de 1929 y que llevara nuevamente a la Secretaría de Educación a Jaime Torres Bodet. Asimismo, su gobierno se distinguió por su interés en los asuntos culturales y artísticos. Una parte importante de la infraestructura museística de la Ciudad de México se construyó en esos años y también se creó la Dirección de Asuntos Culturales de la Secretaría de Relaciones Exteriores.



			Durante el régimen de Gustavo Díaz Ordaz (1964-1970), fue secretario de Educación un destacado novelista y político, Agustín Yáñez, cuya actuación fue polémica en parte por su actitud indefinida frente a los acontecimientos de 1968.



			Luis Echeverría (1970-1976) nombra como secretario de Educación al ingeniero Víctor Bravo Ahuja. En esa época se desarrollan trabajos tendientes a favorecer la enseñanza técnica, se amplía notablemente el presupuesto destinado a las universidades y se crean dos nuevas instituciones: el Colegio de Bachilleres en 1972 y la Universidad Autónoma Metropolitana (UAM) en 1973.



			En ese mismo año se reforma la Ley Orgánica de Educación de 1942. En su quinto informe de gobierno (septiembre de 1975), Echeverría afirma: “La educación nacional es el objeto de nuestras preocupaciones; sector prioritario de la inversión pública, el monto de su presupuesto es superior a todo otro renglón […]; en cinco años solamente, se ha cuadruplicado”. Y más adelante puntualiza: “El actual gobierno de la república ha construido más de 82 mil escuelas. Esta cifra es superior a la obtenida en el curso de los veinticinco años anteriores”.56



			Estos esfuerzos educativos, los que el gobierno mexicano exalta, no son excepcionales en América Latina. México no es, a pesar de la propaganda oficial, uno de los países que más invierte en educación si se considera el porcentaje del producto nacional bruto que a ella se dedica. A fines de la sexta década el promedio de los gastos en educación constituía “tan sólo el 1.4% del PNB mexicano”, mientras que en Argentina se dedicaba 2.5%, en Brasil 2.6%, en Chile 2.4%, en Perú 2.9% y en Venezuela 4.1%.57



			

Educación y desigualdades sociales



			Un hecho que no está a discusión es que, en la mayoría de las sociedades, la educación es un privilegio y contribuye a preservar otros privilegios en la sociedad. Por ello vale la pena analizar el fenómeno de la desigualdad producida y reproducida por la educación.



			Una hipótesis que está presente a lo largo de este trabajo es que, en las crisis de los años sesenta, la conjunción de la explosión demográfica y la consecuente presión de una mayor demanda de servicios educativos crearon cuellos de botella y conflictos sociales a los que el Estado debió enfrentarse y para los que incluso trató de aplicar nuevas estrategias de solución.58



			En primer término encontramos que en 1970 las alternativas educacionales se concentran en las áreas urbanas. Así, midiendo en los estados de la república la relación entre la tasa de urbanización y de alfabetización, nos encontramos con que la entidad con el más bajo índice de analfabetismo es el Distrito Federal (9%), que tiene la tasa de urbanización más alta (100%); le siguen Nuevo León con 10.6 y 61.8%; Baja California con 11.8 y 76.8%, y Coahuila con 12.4 y 63.2%. Los estados con mayor analfabetismo son también los de menor urbanización: Guerrero con 44.5 y 17.7%; Oaxaca con 41.9 y 10.4%; Querétaro con 37.9 y 26.4%, y Chiapas con 36.3 y 14.6%.59



			Por otra parte, en las zonas urbanas se concentran los grupos de más altos ingresos del país. González Casanova en La democracia en México remarcó estas desigualdades, para 1960; sin embargo, la situación no varió en términos sustanciales. Así, el censo de 1970 registró que más de 37% de la población con ingresos superiores a 2 500 pesos mensuales se concentraba en el Distrito Federal.60



			La inversión en educación superior siguió la misma tendencia y las universidades que más la recibieron fueron las del Distrito Federal, Guadalajara y Monterrey, a pesar de los esfuerzos por desarrollarlas en otras regiones. Ello, claro, obedece al hecho de que la primera es la zona más habitada del país, pero entre los atractivos para radicar en ella seguramente desempeñó un papel definitivo su oferta de educación superior.



			Ya que esta concentración a estas alturas es un hecho irreversible, semejante al que se observa en otros países, como Francia, habrá que tomarlo como una constante en el desarrollo del modelo educativo mexicano.61



			Aunque si bien es cierto que tradicionalmente la educación y la universidad han sido canales de movilidad social en México, también lo es que la explosión demográfica amplió la base social de quienes pretendían ascender a través de dichos canales. Cada vez más, sectores de clase media baja han demandado acceso a la educación universitaria, lo que ha significado una disminución del nivel de ingreso promedio de las familias de los estudiantes universitarios y, en consecuencia, cierta “democratización” de la educación. Así, después de concebir al IPN como una institución para hijos de obreros y campesinos, lo encontramos hoy convertido en una institución de clases medias, mientras que la UNAM, tradicionalmente concebida para las clases altas y medias, se ha “popularizado”, por así decirlo.



			El trabajo de Barros Horcasitas señala bien estos cambios. En 1969 los padres de los alumnos de primer ingreso tenían los siguientes niveles: 46% no había terminado la secundaria y sólo 20% realizó estudios profesionales. Al año siguiente, 52% no tenía estudios secundarios y los que tenían estudios profesionales disminuyeron a 18%. En cuanto a niveles de ingreso, comparando datos de 1965 y 1969, nos encontramos con que el número de alumnos con ingresos familiares de menos de 1500 pesos mensuales aumentó de 14.7 a 19.5%, mientras que el número de alumnos con ingresos superiores a 5 000 pesos mensuales e inferiores a 10 000 disminuyó de 21.5 a 15.3%.62 Fernando Pérez Correa afirma: “La pertenencia a un estrato dado, asociada con sus patrones de vida, ha cambiado las formas de ejercicio de la autoridad, así como los lenguajes y ‘la definición recíproca de papeles sociales’”.63 Estos cambios se explican no sólo por la apertura de la UNAM, sino además por la ampliación de los servicios de las universidades privadas: la Universidad Iberoamericana, dirigida por los jesuitas, de la que saldría el primer presidente no egresado de la UNAM; la fundación de la Anáhuac, dirigida por los Legionarios de Cristo; en el interior, el Tecnológico de Monterrey, que habría de construir un sistema nacional; así como otras universidades menores. El crecimiento de su población ha sido en parte producto de las crisis que desde los años sesenta ha vivido la UNAM, pues muchos padres de clase media deciden orientar a sus hijos hacia lugares menos expuestos a la “agitación” política.



			En este contexto, encontramos la tendencia a que los cuadros del gobierno federal ya no sigan saliendo exclusivamente de la UNAM y que cada vez haya más egresados de las instituciones privadas. Algunas investigaciones confirman que el ascenso de los técnicos y economistas del Instituto Tecnológico de Estudios Superiores de Monterrey y del Instituto Autónomo de México “ITAM” (instituciones privadas de ingreso restringido, cuotas altas y sistemas norteamericanos) ha sido notable en cuanto a cuadros intermedios se refiere. La tendencia es hoy hacia una diversificación que favorece en los altos rangos a este último. Sin embargo, la UNAM mantiene su hegemonía en campos importantes como sobre todo en la investigación científica.



			La nueva alternativa pública creada por el Estado: la UAM, nacida en 1973 junto con el Colegio de Bachilleres, suponía un camino distinto, alejado de la “agitación” política que vivía la UNAM desde 1958 y que se agudizó en 1972 con la huelga de trabajadores y la creación del sindicato de profesores.



			Las cuotas de la nueva universidad fueron más altas que las de los planteles dependientes de la UNAM: la inscripción anual de la UAM costaba, en 1973, 20 dólares; sus profesores fueron seleccionados más estrictamente que en los Colegios de Ciencias y Humanidades. Sin embargo, en agosto de 1976, la UAM vivió una larga huelga de profesores y empleados por la contratación colectiva y los salarios. Luego entonces, no resultó lo “aséptica” que se pretendía, pues los conflictos sociales y políticos han atravesado sus muros y le aquejan los mismos problemas estructurales de la UNAM.



			Queda por analizar lo relativo a la relación que existe entre el nivel de educación y las oportunidades de trabajo. Barros Horcasitas señala que el número de plazas creadas en el periodo 1960-1970 y que no exigían escolaridad tuvo un incremento de 56%, mientras que el que requería 13 o más años de escolaridad creció 155%.



			

Los “educados” y la Revolución



			Habíamos señalado que, a partir de la Revolución, el papel de los intelectuales frente al poder del Estado cambió. Si bien es cierto que en el porfiriato los “científicos” participaron directamente en el manejo de los asuntos del Estado, ello no tuvo el carácter abierto y masivo que luego del triunfo de la Revolución habría de cobrar la participación de la “inteligencia” en la vida política. Paz describe mejor que nadie este proceso:



			Una vez cerrado el periodo militar de la Revolución, muchos jóvenes intelectuales —que no habían tenido la edad o la posibilidad de participar en la lucha armada— empezaron a colaborar con los gobiernos revolucionarios. El intelectual se convirtió en el consejero secreto o público del general analfabeto, del líder campesino o sindical, del caudillo en el poder. La tarea era inmensa y había que improvisarlo todo. Los poetas estudiaron economía, los juristas sociología, los novelistas derecho internacional, pedagogía o agronomía. Con la excepción de los pintores —a los que se protegió de la mejor manera posible: entregándoles los muros públicos— el resto de la “inteligencia” fue utilizada para fines concretos e inmediatos; proyectos de leyes, planes de gobierno, misiones confidenciales, tareas educativas, fundación de escuelas y bancos de refacción agraria, etc. La diplomacia, el comercio exterior y la administración pública abrieron sus puertas a una “inteligencia” que venía de la clase media. Pronto surgió un grupo numeroso de técnicos y expertos, gracias a las nuevas escuelas profesionales y a los viajes de estudio al extranjero. Su participación en la gestión gubernamental ha hecho posible la continuidad de la obra iniciada por los primeros revolucionarios.64



			Así, la vida intelectual en México quedará señalada por esta característica particular: el intelectual, el crítico del gobierno acaba por ser llamado a colaborar, por ser “cooptado” por el sistema político a través de distintas formas: “Su obra no está tanto en libros y escritos como en su influencia pública y su acción política”. Unos directamente, ocupando cargos de responsabilidad pública, otros en la tribuna parlamentaria, algunos más siendo asesores y consejeros o embajadores; casi todos, al fin, salvo notables excepciones, forman parte del aparato estatal.



			Este proceso no fue fácil ni se dio en los primeros años de la Revolución hecha gobierno, pues los gobernantes no sabían que iban a necesitar a los intelectuales. Enrique Krauze lo ha señalado así:



			Apoyando al régimen o atacándolo, los intelectuales no tuvieron mayor trascendencia política en cuanto tales. Salvo la crítica de Vasconcelos, ninguna otra hizo mella en la opinión pública ni en los poderosos. Cuando los intelectuales decidían colaborar como técnicos eran bienvenidos; si pretendían convertirse en tecnócratas o ejercer alguna crítica pública, eran marginados simplemente, sin más violencia. Como enemiga del naciente y poderoso Estado mexicano, la Iglesia significaba un desafío inmensamente mayor que el de los minúsculos grupos de intelectuales. Después de la Iglesia podrían seguir la Universidad y la prensa, pero nunca se les hizo una guerra de magnitud religiosa. En suma, el país y el gobierno podían vivir a sus anchas sin sus sabios en plan de críticos; sin embargo, los necesitó —y, afortunadamente, los utilizó— para la constitución de una economía moderna.65



			Ello marca definitivamente la actitud intelectual y universitaria en México. Después de todo, la “República de los sabios” es una idea constante en la historia. Tampoco es excepcional que en los periodos de crisis el “intelectual” aparezca en el centro de la acción. Lo importante ha sido que el trato cercano con el poder ha “deformado” el papel de los intelectuales mexicanos en relación con los modelos europeo o norteamericano, en los que la diferencia entre una función y otra es más clara. La sobrevaloración de las opiniones de los intelectuales y su papel en el mundo político en México difícilmente tienen paralelo en otras sociedades.



			Esto se refleja en varios aspectos. En primer término, como señala el propio Paz, han perdido, “a fuerza de prudencia o de maquiavelismo”, independencia frente al poder del Estado y su crítica ha resultado “diluida”. Sin salvarse de los males del sistema político, no han sido ajenos al “espíritu cortesano” ni a la preocupación por salvaguardar sus posiciones no sólo ideológicas sino también materiales.66



			Pero quizá la consecuencia más importante de este proceso sea que llevó a muchos intelectuales mexicanos a la “pérdida más dolorosa: la de la obra personal”. La crítica que, como hemos dicho, se ha “diluido”, también se ha vuelto sospechosa. El intelectual no parece ser aquí el “mediador” entre la sociedad civil y el Estado que señala Gramsci; su actuación se confunde y a veces parece que incluso, al dejar a un lado su obra personal, renuncia al papel de intelectual “orgánico” a que ha sido convocado por el Estado.



			Estas características de la vida intelectual mexicana han contribuido seguramente a determinar el perfil de la Universidad y a acentuar su papel de “disidente” y crítica. El acento que los creadores de la nación han puesto en la educación no es exclusivo de México. Los libertadores como Miranda y Bolívar, entre otros, e ideólogos latinoamericanos como Sarmiento, Martí o más tarde Rodó habrían de insistir en la misma idea.



			Pero lo que nos interesa destacar es el hecho de que tal preocupación por la educación y tal respeto a estos valores ha coincidido con una lucha por el poder que ha desplazado a los grupos tradicionales: eclesiásticos, hacendados, caciques regionales y, finalmente, militares, para sustituirlos por “licenciados, abogados, maestros, doctores, etc.” —como señala Paz—, en una forma notable y relativamente rápida. Con la peculiaridad de que, debido al centralismo mexicano y a la ausencia de otras instituciones durante muchos años, la mayoría de ellos se educaron en la Universidad Nacional y, dentro de ella, un grupo numeroso en una sola escuela: la Facultad de Derecho. Ello creó grupos de una gran homogeneidad ideológica y una relativa comunidad en cuanto a ciertos principios normativos. La relación de los intelectuales con el poder se aprecia en investigaciones como la de Roderic Ai Camp.67



			

Una condición del sistema político mexicano



			En los años ochenta apareció una serie de trabajos de investigadores norteamericanos que buscaban descifrar las reglas de juego del sistema político mexicano. Varios de esos trabajos coinciden en un punto: el papel que la educación y la UNAM ha tenido en la creación y el desarrollo de la élite política mexicana. En realidad, como ya se ha señalado antes, este fenómeno no es nuevo y el porfiriato lo confirma claramente. François-Xavier Guerra, al tipificar a los ministros de Díaz “por sus características y poderes reales”, los agrupa en tres grandes categorías: los intelectuales, los antiguos gobernadores y los militares.68



			Wilfried Gruber, en un artículo titulado “Career Patterns of México’s Political Elite”, dice que “con 40% de la élite política mexicana graduada en la misma escuela de leyes de la UNAM, es obvio que cumple una función selectiva para el reclutamiento de líderes políticos en México, como las grandes écoles en Francia o los más privilegiados colegios de Oxford y Cambridge en Inglaterra”. Y más adelante afirma: “Haber hecho una carrera académica o ser cuando menos profesor en la UNAM no es nada inusual para los miembros de la élite mexicana”.69 Cuando menos 29 de un total de 88 casos estudiados han sido de profesores universitarios, tres de ellos directores de escuelas y cinco rectores. “Este hecho revela la estrecha relación que existe entre la política y la academia.” En esa misma muestra, de los 65 que tenían educación universitaria, 48 provenían de la UNAM. El autor destaca que, en relación con los que provenían de los “negocios privados” (cuatro), el número de universitarios es aplastante.70



			En otro trabajo de Roderic Ai Camp, titulado Mexican Governors since Cardenas. Education and Career Contacts, se lee: “La conexión entre el origen rural o urbano y el estatus socioeconómico y la educación surge con particular importancia, porque el acceso a las gubernaturas es favorable a una porción de la élite que tiene educación superior […] y la educación es más fácilmente alcanzable a los hombres nacidos en el medio urbano y de alto estatus socioeconómico”.71



			De la época del porfiriato, Guerra nos dice que dentro del conjunto de ministros de Díaz encontramos un grupo “[…] perteneciente a una élite cultural y a menudo social de la capital. Son abogados, conocidos profesores de derecho, hombres de negocios, todos ocupando puestos técnicos dentro de los ministerios, antes de convertirse en subsecretarios o secretarios de Estado”.



			“Algunos nombres pueden ser citados como ejemplo: Ezequiel A. Chávez, José María Gamboa, Roberto Núñez, Rosendo Pineda, Manuel Calero, Federico Gamboa, Miguel S. Macedo. Justo Sierra o José Yves Limantour. Muchos de ellos pueden ser clasificados dentro de lo que en la época se llamaba los ‘científicos’, pero no todos.”72



			Ai Camp saca varias conclusiones de su trabajo. En primer lugar confirma la existencia de una élite en los términos de Brandenburg:73 “Mientras en 1958 sólo 1% de la población tenía acceso a la educación superior, durante el régimen de Miguel Alemán (seis años antes) 65% de los gobernadores tenían grado”. Este aspecto, señala, debe ser analizado no sólo porque nos habla de la modernización del país, sino porque otros patrones se confirman: un abrumador número de gobernadores, así como de titulares de otros cargos públicos y oficiales ha recibido educación superior en la UNAM. Ello contribuye a la desproporcionada influencia que el gobierno federal, asentado en la Ciudad de México, “tiene en la socialización y el reclutamiento de los hombres públicos”, que comparten orígenes.



			Así, continúa diciendo Camp: “Los gobernadores sin educación han declinado en México de 64.4% en 1935 a sólo 7.4% en 1973”. El 95% de los gobernadores que estudiaron en la UNAM se recibieron en el periodo de 1915 a 1955 y “los hombres que seleccionaron su carrera en la UNAM, generalmente, siguen una carrera política nacional, mientras que quienes estudian en instituciones regionales tienden a desarrollar su prestigio entre sus bases locales”.74



			En la UNAM entran en contacto con los hombres que pueden ayudarlos en sus carreras políticas. Si a ello añaden la participación en la política estudiantil, lo que los hace más “visibles” en relación con otros estudiantes y les permite establecer contactos con personas del poder, “sus posibilidades se amplían notablemente”.75



			La “movilidad” política a partir de la participación estudiantil, que parece obvia, ha sido tema de recientes estudios en México. En un análisis de los movimientos de 1958 y 1968 se encontraría, entre los nombres de los más activos líderes del primero y algunos firmantes de los documentos de protesta del segundo, a personajes del gabinete echeverrista. En el gobierno de Carlos Salinas de Gortari habrán de incorporarse algunos nombres más. El advenimiento de la izquierda al poder, con los gobiernos de la Ciudad de México a partir del triunfo de Cuauhtémoc Cárdenas en 1997, lo ha renovado. El anunciado gabinete del candidato Andrés Manuel López Obrador en 2018 parece también confirmar esta tendencia a la hegemonía en altos cargos de egresados de la UNAM.



			Otros trabajos empíricos que señalan la relación entre educarse en la UNAM y participar en el poder político son los de Carlos Sirvent, y de los ya mencionados, Peter H. Smith y Roderic Ai Camp.76 El primero señala: “Por el grado académico parece confirmarse que los miembros del gabinete provienen, en su mayor parte, de familias que tienen la posibilidad de enviarlos a los medios académicos que exigen una mayor escolaridad. Posiblemente más adelante podríamos explorar por este camino el origen de clase que predomina en el mando político que, como se demuestra […] tiende a una mayor preparación académica”.77



			Roderic Ai Camp muestra que el número de miembros del gabinete con estudios de posgrado pasó de 23% con López Mateos a 24% con Díaz Ordaz, 32% con Echeverría, 35% con López Portillo, 46% con De la Madrid y a 72% con Salinas.78



			Peter H. Smith señala que “aproximadamente tres cuartas partes de la élite asistieron a la universidad (73.5%); de esta proporción tal vez la mitad (46.8%) o por lo menos la cuarta parte asistió a la UNAM”, todo ello en el periodo que va de 1946 a 1971.



			También María Isabel Abella, en “Les intellectuels et la fonction publique”, constata en 1979 que, para los escritores-políticos, la relación con la universidad es básica, pues solamente “1/5 de los escritores, servidores del Estado, no ha tenido título universitario”.79



			En el catálogo de reglas identificadas por Peter H. Smith, para ingresar en la élite política mexicana, aparece como la número uno ésta: “Estudie una carrera universitaria, de preferencia en la UNAM. La carrera universitaria es casi una condición indispensable para la admisión en la élite nacional, en particular en el nivel superior de la misma, y la UNAM es el terreno propicio para establecer contactos con otros aspirantes a políticos y para formar camarillas. (Y si por casualidad entre sus compañeros de clase se encuentra un futuro presidente, tiene usted grandes posibilidades de alcanzar un estatus elitista)”.80



			Ésta fue una virtud del sistema político priista pues, como afirma Hansen: “La capacidad y la voluntad de la élite política mexicana para admitir jóvenes con talento y ambición, sin que tengan conexiones políticas previas […], contribuye directamente a que se realice una razonable circulación dentro de la jerarquía política”.81



			El historiador mexicano Luis González, en La ronda de las generaciones, con un gran sentido del humor hace el retrato de seis generaciones de “minorías dirigentes” mexicanas que corresponden a los siguientes periodos: 1857-1875, 1876-1892, 1893-1910, 1910-1920, 1920-1934 y 1935-1958, y distribuidas en cinco grupos: políticos, intelectuales, sacerdotes, militares y empresarios. Luis González parte del principio de que “en el mundo capitalista ascendente, en el mundo de los tres últimos siglos, en la época de las naciones independientes, los auténticos responsables del cambio son minorías rectoras, grupos de hombres egregios, asambleas de notables, no masas sin rostro ni adalides archidibujados”.82 Resulta muy sugestivo observar en su resumen que mientras en los primeros periodos, 1857-1875 hasta 1893-1910, los militares y sacerdotes tienen un gran peso numérico, hacia los dos últimos van disminuyendo, dejando su lugar a intelectuales y políticos.



			Un ejemplo que destaca la importancia de la relación academia-política en México lo constituye la elección de José López Portillo como sucesor de Luis Echeverría. Su currículum parece ser una confirmación de algunas hipótesis de los autores antes citados.



			Licenciado en derecho por la UNAM, “donde fue condiscípulo y amigo del futuro presidente Luis Echeverría”,83 de los 30 años de su carrera profesional casi 20 los dedica a la academia en la UNAM y el IPN, y sólo en exclusividad a la vida política los últimos 12. La propaganda electoral destaca su carácter de intelectual, autor de varios textos de economía, derecho y ciencia política, y sobre todo su desempeño como profesor universitario.



			Es probable que la cercanía de los acontecimientos de 1968 y el fracaso de Luis Echeverría en cuanto a dialogar con los estudiantes de la UNAM (marzo de 1975) hayan contribuido a realzar las características del presidente electo de México, pero, dentro del cuadro de relaciones a que nos hemos referido anteriormente, resulta discutible afirmar que con López Portillo se ha querido significar el acceso al poder en México de los “universitarios”, por encima de los otros grupos sociales.84





			LA CONCEPCIÓN DE LA EDUCACIÓN SUPERIOR



			Hemos visto cómo el valor otorgado a la educación por los creadores del Estado mexicano se ha convertido en una de las claves del ascenso político y social. En todos los países del mundo, la población que tiene acceso a la educación superior constituye un porcentaje reducido en relación con el total nacional, pero, a diferencia de aquellos donde existen salidas intermedias —como es el caso de Europa y Estados Unidos—, en México la estructura de la educación parece estar dirigida unívocamente a llevar a los estudiantes desde la escuela primaria hasta las carreras profesionales, ya sean las de la UNAM o las del IPN, cuyos intentos por crear profesionistas diferentes de los tradicionalmente llamados “liberales” han fracasado en la práctica.85



			

Un sistema sin “salida”



			Los intentos por crear una educación media con salidas al mercado de trabajo se han enfrentado efectivamente con un prejuicio social que insiste en ver esto como sinónimo de fracaso profesional. Muchos esfuerzos se han hecho para diversificar las perspectivas de la educación superior mexicana, que sólo considera el futuro a partir de la UNAM y del IPN o de las escuelas normales y sus diferentes especialidades.



			Los intentos más interesantes en este sentido han sido los realizados por el régimen de Cárdenas, con las preparatorias técnicas; por el de López Mateos, con las secundarias técnicas creadas en 1958; y más tarde con los centros de capacitación para el trabajo industrial a principios de los años sesenta por Díaz Ordaz, al final de su sexenio, y por Echeverría, con los institutos tecnológicos regionales, que recibieron importantes apoyos económicos. Y, desde luego, el Colegio Nacional de Educación Profesional Técnica (Conalep) fundado en 1978 durante el sexenio de López Portillo.



			La UNAM, siendo su rector Javier Barros Sierra, inició las carreras técnicas, que significaron —en algunos casos— otorgar un diploma más a estudiantes que de todos modos continúan la licenciatura, y —en otros— alentar aún más la demanda de ingreso a la UNAM. Nunca hubo una variación sensible en la selección de carreras por parte de los estudiantes.



			Otro proyecto universitario, tendiente a buscar salidas intermedias, fue la creación, en los Colegios de Ciencias y Humanidades (nueva forma de bachillerato creada por Pablo González Casanova en 1972), de las llamadas “opciones técnicas”.



			En esta perspectiva pesa el “prejuicio” en contra del trabajo manual y a favor de las actividades supuestamente “intelectuales”. Esto opera de manera impresionante en las clases medias mexicanas que, con una imagen decimonónica, “no conciben otro tipo de educación que las profesiones liberales”, como señala Francisco López Cámara, El mismo autor añade que esta aspiración se resuelve en lo general por el propio sistema educacional.86



			Así, en el documento en el que en 1934 se propuso la creación de la preparatoria técnica, se decía que “la naturaleza de los estudios de la Preparatoria Técnica es tal, que en ella un estudiante destripado es un obrero, no un inútil”.87 Para algunos sectores de la clase media de la época, y seguramente todavía en nuestros días, es mas grave ser obrero que un inútil, diríamos hoy un “nini”.



			El hecho es que, para el estudiante de licenciatura y para ciertas autoridades educativas, la idea de las carreras “técnicas” se concibe más como una salida ante la imposibilidad de hacerse de una profesión, por la razón que sea, y menos como un objetivo en sí misma.



			Ello ha contribuido a marcar aún más las diferencias entre la población que tiene educación superior y la que no la tiene. Asimismo, contribuye a ejercer una mayor presión sobre la matrícula en las instituciones, cuyo crecimiento obedece más a la necesidad de satisfacer una demanda política (nacida de la aspiración social de recibir educación y expresada en algunas protestas estudiantiles como la de 1966 en la UNAM, que culmina con el derrocamiento del rector Ignacio Chávez)88 que a la existencia de un proyecto académico o de producción científica y tecnológica.



			Enfrentados ahora a la incapacidad del sistema para absorber a los profesionales egresados de los centros de enseñanza media superior, que marca la necesidad de transformar la educación universitaria —expresada tanto por autoridades gubernamentales como por dirigentes de la iniciativa privada—, los universitarios han denunciado un intento por “tecnocratizar” la enseñanza, crear nuevas formas selectivas “antidemocráticas” y por liquidar las libertades universitarias.



			El rector Pablo González Casanova, en un texto escrito con la intención de hacer notar a los estudiantes las coincidencias de objetivos entre los sectores conservadores y los grupos “ultraizquierdistas” que proponen la “destrucción de la Universidad”, afirmó lo siguiente:



			[…] dentro de una presión conservadora de las estructuras y las tendencias recientes, se llega a pensar en la inconveniencia de que las universidades sigan creciendo al mismo ritmo con que han crecido con anterioridad, pues puede producir un exceso de profesionales sin salida en el tipo de mercado de trabajo que se ha generado por las circunstancias anteriores. De ahí sigue la idea, en una serie de cuadros públicos y empresariales, de que el país requiere formar sobre todo técnicos de nivel medio, y aparece una serie de campañas veladas o abiertas que, abusando de la idea de adecuar la educación al empleo y a un mercado dado de empleo, luchan contra el crecimiento de la población universitaria, contra el incremento de los subsidios a las universidades y contra el desarrollo de una serie de profesiones que son “inútiles”, dadas las características de la inversión y el gasto público y privado. Particularmente las grandes empresas y las corporaciones, o sus ideólogos ven como inútil el crecimiento y la orientación de los centros de estudio superior que por su pensamiento crítico se manifiestan con amplia libertad.89



			La posición del gobierno frente a este problema es expresada directamente a las autoridades universitarias en marzo de 1975 por el presidente Echeverría, quien se pregunta: “¿Es en realidad satisfactorio que la UNAM tenga 250 mil alumnos? No puede ser satisfactorio: es un grave problema económico, político y docente” y añade: “A veces los planeadores de escritorio hacen números sobre los ingenieros o los abogados o los médicos que se necesitan. Esto es necesario, pero es algo forzosamente parcial y que siempre será superado en sus previsiones por aspectos sociales de una envergadura mucho mayor […]”.90



			

Educación, universidad, movimientos sociales.
La teoría



			El papel que desempeña la educación, y por ende sus instituciones como la universidad, en los movimientos sociales y políticos ha sido analizado por algunos teóricos del pensamiento social.



			Dos puntos de vista son citados frecuentemente en las investigaciones sobre el tema: el marxista y el weberiano. Aunque el dogma los concibe como contradictorios y excluyentes, en realidad son complementarios.



			En la perspectiva marxista, la escuela y la educación formarían parte del aparato ideológico de la clase en el poder, línea que arranca del Manifiesto del Partido Comunista, en el cual se señala su carácter de instrumento en manos de dicha clase: “Y vuestra educación no está también determinada por la sociedad, por las condiciones en que educáis a vuestros hijos, por la intervención directa o indirecta de la sociedad a través de la escuela, etc. Los comunistas no han inventado esta injerencia de la sociedad en la educación, no hacen más que cambiar su carácter y arrancar la educación a la influencia de la clase dominante”.91



			Marx, en El capital, señala que la enseñanza en Inglaterra tenía por objetivo “convertir a unos seres incipientes en simples máquinas para la producción de plusvalía”,92 y más adelante anota: “Diremos que un maestro de escuela es obrero productivo si, además de moldear las cabezas de los niños, moldea su propio trabajo para enriquecer al patrono. El hecho de que éste invierta su capital en una fábrica de salchichas no altera en lo más mínimo los términos del problema”.93



			Una interpretación popular en los años de este análisis la hallamos en los escritos de Louis Althusser, para quien la escuela se encuentra entre aquellas instituciones que tienen por objetivo asegurar “la sujeción a la ideología dominante, o el dominio de su ‘práctica’”.94 Así, coloca el sistema escolar en la lista de lo que llama los “aparatos ideológicos de Estado”, que serían aquellos que, a diferencia de los “aparatos represivos de Estado”, no “funcionan con violencia sino que funcionan con ideología”. Señala incluso que la escuela ha sustituido a la Iglesia en su carácter de “aparato ideológico de Estado número uno” en las formaciones sociales capitalistas y que, como todo otro aparato ideológico, tiende a un “mismo resultado: la reproducción de las relaciones de producción, es decir, relaciones de explotación capitalistas”.95



			La asistencia obligatoria durante un número determinado de años, de la “totalidad de los niños de la formación social capitalista” de que se trate, sería una condición que privilegiaría a la escuela como aparato ideológico.



			En su trabajo, Althusser reconoce la posibilidad de la lucha de clases en el ámbito ideológico y, por lo tanto, de una “contestación” del sistema dentro de sus aparatos ideológicos: “La clase (o la alianza de clases) en el poder no impone tan fácilmente su ley en los AIE (aparatos ideológicos del Estado) como en el aparato (represivo) de Estado no solamente porque las antiguas clases dominantes pueden conservar por largo tiempo sus posiciones firmes, sino también porque la resistencia de las clases explotadas puede encontrar el medio y la ocasión para expresarse en ese lugar, ya sea utilizando las contradicciones existentes o bien conquistando por la lucha posiciones de combate”.96



			El esquema de Althusser, si no es comprendido cabalmente, conduce a un determinismo que no agota el análisis del papel que ha tenido la educación en la historia de las “formaciones sociales”, aparte del hecho de que las derivaciones políticas de este esquema son muy peligrosas y han alimentado, quizá sin proponérselo, el dogmatismo y las actitudes antiintelectuales que se expresan en frases como: “destruyamos la universidad”, esgrimidas por algunos radicales.



			Antonio Gramsci es más cuidadoso en sus apreciaciones y en sus observaciones teórico-prácticas. Al analizar el papel y la formación de los intelectuales, señala que es un problema complejo de definir si éstos son un grupo social autónomo o si pertenecen todos a una clase social determinada, “por la variedad de formas que han asumido en el proceso histórico”. Afirma que esto se ha producido esencialmente en dos formas: como “intelectuales orgánicos” propios de una clase social o como intelectuales ligados al cambio social.97



			Para Gramsci, la actividad de los intelectuales y del sistema educativo no se separa: “La escuela es el instrumento que continúa lo que los intelectuales en varios niveles elaboran. La complejidad de la función intelectual en los diferentes estados puede ser medida objetivamente por el número y la graduación de las escuelas especializadas: más extensa es el área cubierta por la educación, más numerosos son los ‘niveles verticales’ de la escolaridad y más complejo es el mundo cultural, la civilización de un Estado en particular”.98



			Así, nos parece legítimo extender algunas de sus consideraciones sobre los intelectuales al conjunto del sistema cultural, y sobre todo en momentos de cambio social como es el caso de la Revolución mexicana.



			En este terreno, Gramsci afirma: “Una de las más importantes características de cualquier grupo que se prepara para el dominio es el esfuerzo por conquistar y asimilar ‘ideológicamente’ a los intelectuales tradicionales, pero esta asimilación y conquista se hace más rápida y eficazmente sí el grupo en cuestión logra elaborar simultáneamente sus propios intelectuales orgánicos”.99



			El análisis de Gramsci nos brinda una interpretación de lo que sucedió en México. Las nuevas clases medias intelectuales del porfiriato y de la Revolución tratan de crear sus propios modelos de pensamiento, su propio sistema educativo.



			El afán de Justo Sierra de crear una universidad al alba de la Revolución, diferente de la antigua, no sólo se expresa en relación con un ideal académico: “Los fundadores de la universidad de antaño decían: ‘la verdad está definida, enseñadla’. Nosotros decimos a los universitarios de hoy: “la verdad se va definiendo, buscadla’”, sino también con la voluntad de un grupo social de participar en esa tarea, y para ello se une a una petición de participación social y política.100



			El esfuerzo posterior del Estado por crear un sistema educativo nacional que “uniformase” la conciencia, expresado por Calles y Cárdenas, previsto y puesto en práctica por Vasconcelos y más tarde por Adolfo López Mateos con los libros de texto gratuitos, forma parte de esa concepción. El combate contra la universidad tradicional, contra los “enemigos” de la Revolución refugiados en ella, llevado a cabo durante el régimen de Cárdenas, y la búsqueda de consensos entre los “universitarios” para el proyecto nacional, también corresponden a esa intención.



			Por otra parte, al observar las diferencias que surgen en razón del origen social en la formación de los intelectuales, Gramsci remarca cómo la burguesía rural se dedica a actividades “clásicas”: abogados, notarios, profesores, curas, etc., y hace de su “saber” una fuente de poder político local. De ahí surgen funcionarios públicos, mientras que de la burguesía urbana surgen técnicos de alto nivel para la industria.



			Gramsci inició también el análisis del papel modernizador y renovador que los “funcionarios” intelectuales desempeñan en el aparato administrativo del Estado, y de la necesidad de racionalizar la función pública: “[…] el tipo tradicional de líder político preparado sólo para actividades político-formales se vuelve anacrónico y representa un peligro para la vida del Estado: el líder debe tener el mínimo de cultura técnica general que le permita si no ‘crear’ autónomamente la solución correcta, al menos saber cómo seleccionar entre las soluciones presentadas por los expertos y de ahí recoger la correcta desde el punto de vista de la técnica política”.101



			En este punto, Gramsci se acerca al análisis que desde otra perspectiva ha hecho Max Weber. Al analizar el proceso de “racionalización burocrática”, Weber afirma que la exigencia de “pruebas especializadas de selección” limita las ofertas de puestos y favorece a los diplomados, creando un filtro social nuevo, pues el proceso educativo requiere gastos y tiempo. Ello significa, para Weber, “la eliminación de los dones naturales (del ‘carisma’) a favor del poseedor de títulos”, ya que el esfuerzo “intelectual que exige la obtención de los diplomas es cada vez menor y disminuye todavía más con la masa que participa de ellos”.102



			La participación en asociaciones estudiantiles de todo tipo: deportivas, sociales, etc., constituye, en nuestras modernas sociedades industriales, la sustitución del requerimiento de un “modo de ser caballeresco” de la época feudal. La admisión en diversas asociaciones estudiantiles en las universidades inglesas y norteamericanas significa a veces en sí misma un “éxito” social.



			Weber señala: “El prestigio social basado en el disfrute de una determinada educación y de una determinada instrucción no es por sí mismo algo específico del ‘burocratismo’. En otras estructuras de dominación: feudal, teocrática y patrimonial, en la administración inglesa del ‘honoratien’; en la antigua burocracia patrimonial china […] había una alta estima social para el ‘hombre culto’”.103



			El desarrollo de la complejidad de la estructura de “dominio racional burocrático”, continúa Weber, “no sólo ha tenido como consecuencia que las instituciones educativas, y especialmente las superiores, se hayan sometido a la necesidad de atender a aquella formación cultural que cultiva las enseñanzas cada día más indispensables para el burocratismo moderno: la enseñanza de las especialidades”, sino que también ha afectado los “valores” sociales. Así:



			[…] lo que fue en el pasado la prueba del linaje como base de paridad y de legitimidad […] lo es en la actualidad el diploma o título acreditativo. La creación de diplomas concebidos por las universidades y los institutos técnicos y comerciales, el clamor por la creación de títulos en todos los sectores en general se halla al servicio de la formación de una capa privilegiada en los negocios oficiales y en los despachos particulares. La posición apoya el derecho al matrimonio (inclusive en los despachos pueden esperarse posibilidades de casarse con la hija del jefe), a ser admitido en el círculo de los que tienen un “código de honor”, a una remuneración según el “honor estamental” (honorario) en vez del salario de acuerdo con el trabajo realizado, al ascenso y a la jubilación y, ante todo, al monopolio de los puestos sociales y económicamente ventajosos por parte de los aspirantes al diploma.104



			El análisis de Weber nos ayuda a explicar parcialmente el acceso de los egresados de la UNAM a la función pública en México. Pero así como pensamos que las tesis de Althusser reducirían el proceso educativo a un simple mecanismo reproductor, la concepción weberiana corre el peligro de dejarnos en la “funcionalidad” del mismo proceso.



			Más sugestivas me parecen las notas de Gramsci. Constituyen, sin duda alguna, el intento más serio por vincular a los procesos sociales y políticos, y no sólo a los económicos, con las tareas del mundo cultural. Lamentablemente Gramsci no alcanzó a desarrollar con plenitud su obra.



			Situado en un campo teórico particular, Alain Touraine ha desarrollado un trabajo de investigación sobre la universidad en Estados Unidos,105 el cual aporta elementos que, me parece, contribuyen a aclarar el papel que desempeñan las universidades en las sociedades modernas y sugieren múltiples vías de conocimiento para otros casos. Touraine acude a diferentes niveles de reflexión en su trabajo. Primero analiza la actividad de la universidad como contribuyente “a la creación del campo cultural de una sociedad. El aspecto más esencial de esta actividad es la construcción de un modelo de conocimiento”.106



			Ello supone, como premisa, que “la sociedad no es solamente reproducción y adaptación; es también creación, producción de ella misma”; que tiene la capacidad de autodefinirse y de transformar, por su obra de conocimiento y de investigación, “sus relaciones con su ambiente, de constituir su medio”. Luego entonces, la sociedad “no es eso que ella es, sino lo que ella se ha hecho ser”.107



			Esta actividad de la sociedad sobre sus prácticas sociales y culturales, denominada historicité, está constituida por la combinación de tres componentes: “el modo de conocimiento, que constituye una imagen de la sociedad y la natura, la acumulación que deduce una parte del producto disponible y el modelo cultural que se apodera (saisie) e interpreta la capacidad de acción de la sociedad sobre ella misma”.108



			El modelo cultural no es sinónimo de ideología, aunque la historia esté controlada completamente por la clase dirigente. La ideología incumbe a actores particulares; “el modelo cultural corresponde a un tipo de sociedad global y contribuye a definir el campo de las relaciones sociales. Los actores, tan opuestos como sean respecto los unos de los otros, interactúan y entran en conflicto entre sí dentro de un modelo cultural”.109



			El modelo cultural no implica ningún juicio sobre lo que es bueno o malo socialmente. Es un hecho. Touraine da como ejemplo el siguiente: “Reconocer a la ciencia como la forma contemporánea de la creatividad no implica por sí mismo ningún juicio sobre los aspectos positivos o negativos de una sociedad dominada por la ciencia”.110



			Al colocar a las universidades en este proceso “creativo”, no excluye que estos modelos hayan sido inventados fuera de ellas, pero “ninguna universidad puede ser extraña a las investigaciones y a los debates que permiten la creación de tales modelos”.111



			Por otro lado, éste es un proceso dinámico en del cual la importancia que tienen las universidades en él puede variar según la sociedad de la que se trate. En la industrial, por ejemplo, la ciencia es la que forma el modelo cultural de la sociedad.



			El análisis del desarrollo de la ciencia y la universidad no puede hacerse al margen del conjunto social, pues depende, en la sociedad industrial, de su capacidad para “retirar una parte de su producto para consagrarlo a mejorar la productividad del sistema”.



			La historia del Estado nacional demuestra que cuanto más relevante es su papel, mayor importancia se da a la organización universitaria y científica. Así ha sucedido con la Revolución de 1789 y Napoleón en Francia y en la Prusia del siglo XIX; en Estados Unidos, con los colleges se ha creado un sistema universitario, “lugar de invención y de un nuevo modelo cultural”.112



			Las universidades no son ajenas a los conflictos entre la clase dominante o dirigente y las otras. Touraine señala incluso que es una “ilusión” creer que las universidades prosperan en una situación de “independencia” y que ésta contribuye a generar una producción intelectual “desinteresada”. Al contrario, para él, las universidades europeas saben bien que esta ilusión sólo lleva a “la rutina y al burocratismo corporativo”. El desarrollo de las universidades está ligado a su compromiso político “al lado del poder o al lado de las fuerzas de transformación social”.113 Esta idea coincide con el juicio de Gramsci sobre el papel de los intelectuales.



			La universidad es agente de desarrollo “de un modelo de conocimiento y de un modelo cultural”. En el campo de la cultura se da una lucha por apropiarse de este modelo cultural, “como por los medios de producción”. Luego entonces la universidad representa el doble papel de escenario y presa de caza de las luchas sociales.



			Ahora bien, la universidad está en principio ligada con la clase dirigente: “Formación de la élite social, difusión de su ideología, actividades ligadas con las demandas de la clase dirigente son algunos aspectos, pues el conocimiento no es neutro, en la medida en que utiliza recursos sociales”.114



			Esto, nos aclara Touraine, es considerando sólo “la acción ejercida directamente por la clase dirigente, material e ideológicamente, para orientar el esfuerzo de conocimiento y de formación, así como la obra productiva de la universidad”. Pero “esta acción está siempre limitada a la vez por la autonomía del modelo de conocimiento y por la del modelo cultural”, que —como ya hemos visto— no se hallan determinados por uno solo de los actores sociales.
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